Procesado: SJAP

Delito: Inasistencia alimentaria 

Radicado: 66 001 60 00 036 2012 03911 01

Asunto: revoca sentencia de primera instancia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
INASISTENCIA ALIMENTARIA / PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN / EL CAMBIO DE JUEZ NO ANULA EL PROCESO / ELEMENTO ESTRUCTURAL DEL TIPO PENAL: “SIN JUSTA CAUSA” / SIN ÉL NO EXISTE CULPABILIDAD / CARGA PROBATORIA DE LA FISCALÍA / SE ABSUELVE.
Inicialmente hay que manifestar que respecto de la presunta vulneración del principio de inmediación, lo que afectaría el debido proceso, porque el juicio lo presidieron dos jueces diferentes, lo que en efecto sucedió…, ello no conllevó a vulnerar en manera alguna el debido proceso, porque la línea jurisprudencial de la CSJ SP respecto a la vulneración del principio de inmediación por cambio de Juez durante el juicio es que ello sucede de manera excepcional y a partir de la sentencia pronunciada en el caso con radicado 38.512 del 12 de diciembre de 2012, se definió que en los eventos en los cuales en la etapa de juicio se presentaba un cambio de director del proceso, no se nulitaba la actuación procesal, porque el nuevo Juez podría acudir a los registros de las diligencias para emitir la correspondiente sentencia, con lo que se evita la vulneración del principio de inmediación. (…)
… se procede por la conducta punible descrita en el artículo 233 del Código Penal, modificado por la Ley 1181 de 2007:  

“El que se sustraiga sin justa causa a la prestación de alimentos legalmente debidos a sus ascendientes… incurrirá en prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses…”
… es de tener en cuenta que uno de los elementos estructurales del tipo en mención es el ingrediente normativo “sin justa causa”, respecto del cual la jurisprudencia de vieja data ha precisado sus alcances, así: (…)
“Cualquiera sea la postura dogmática que se asuma, lo cierto es que la carencia de recursos económicos no sólo impide la exigibilidad civil de la obligación, sino -a fortiori- la deducción de la responsabilidad penal, dado que cuando el agente se sustrae al cumplimiento de su obligación, no por voluntad suya, sino por haber mediado una circunstancia constitutiva de fuerza mayor, como lo es la carencia de recursos económicos, la conducta no es punible por ausencia de culpabilidad (art. 40-1 Código Penal)…”

… la Sala concluye que en este caso la FGN no acreditó que la conducta omisiva que se atribuye al procesado, consistente en el incumplimiento parcial en el pago de sus obligaciones alimentarias entre los años 2011 y 2017, se hubiera producido sin justa causa, ya que no se probó que durante ese interregno el señor S.J.A.P. hubiera tenido algún empleo o desempeñara alguna actividad productiva, que le permitiera cumplir a cabalidad con las prestaciones económicas en favor de M.F.A.E., aunado a que en el periodo en que sí tuvo vinculación laboral certificada hizo aportes mensuales por montos superiores a la cuota alimentaria fijada…
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SALA DE DECISIÓN PENAL
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Acta Nro. 766
Hora: 2:15 p.m. 
	Radicación:
	66 001 60 00 036 2012 03911 01

	Procesados:
	SJAP

	Delito:
	Inasistencia alimentaria

	Juzgado de conocimiento: 
	Juzgado Tercero Penal Municipal con Función de Conocimiento de Pereira

	Asunto: 
	Resolver el recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia proferida el 22 de septiembre de 2020


1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por la Defensa de SJAP, en contra de la sentencia dictada por el Juzgado Tercero Penal Municipal con Función de Conocimiento de Pereira, mediante la cual se condenó al señor SJAP como autor responsable de la conducta punible de Inasistencia alimentaria.
2. ANTECEDENTES

2.1. En el escrito de acusación se informa que, el 23 de julio de 2012, la señora Maira Milena Echeverría Pérez denunció al señor SJAP, padre de su hija M.F.A.E., porque de forma injustificada incumple con la obligación alimentaria que le asiste, puesto que la menor para ese momento contaba con 13 años de edad. Igualmente, se refiere que el denunciado se había comprometido a cancelar una cuota mensual alimentaria por valor de $150.000, lo que no cumplió, por lo cual adeudaba, para ese momento, un monto aproximado de $11´000.000 en cuotas alimentarias, ya que el incumplimiento data del año 2005. De allí, que respecto de la prescripción de la acción penal, adujo la Delegada de la Fiscalía, que de conformidad con lo establecido en el artículo 83 del Código Penal, al tratarse de una inasistencia alimentaria el término prescriptivo es de seis años, por lo que comprenderá los hechos ocurridos a partir del mes noviembre de 2011, al tener en cuenta la fecha en que se comunicaron los cargos al investigado. 
2.2 El 1 de noviembre de 2017 la FGN corrió traslado del escrito de acusación al investigado, le manifestó que los cargos por los cuales lo acusaba correspondían al tipo penal de que trata el artículo 233 inciso 2° del Código Penal, en calidad de autor y a título de dolo. Los cargos no fueron aceptados. 
2.3 El impulso de la etapa de conocimiento correspondió al Juzgado Tercero Penal Municipal con Función de Conocimiento de Pereira. La audiencia concentrada de que trata el artículo 542 del Código de Procedimiento Penal se llevó a cabo el 9 de julio de 2019. El juicio oral se celebró en sesiones del 19 de junio de 2020, 10 de agosto del mismo año, 4 y 10 de septiembre hogaño, última sesión en la cual se anunció el sentido del fallo de carácter condenatorio y se procedió al trámite de que trata el artículo 447 del Código de Procedimiento Penal. 

2.4 La sentencia se dictó el 22 de septiembre de 2020 y fue consecuente con el sentido del fallo anunciado. El defensor del señor SJAP interpuso recurso de apelación, que fue concedido en el efecto suspensivo para ser decidido por esta Corporación.
3. IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO
SJAP, portador de la cédula de ciudadanía…, nació el 13 de febrero de 1973 en Barranquilla, hijo de Sonia Pacheco Sierra y Manuel Antonio Andrade Rivero, grado de instrucción técnico, ocupación conductor, reside en la calle 40 sur Nro. 72-40 interior 9 Apto. 4040 Localidad Kennedy Carimagua. 
4. FUNDAMENTOS DEL FALLO
La juez de primer grado analizó la prueba testimonial que se recaudó en el juicio, de la cual resaltó que la víctima manifestó que nunca había convivido con su padre y su subsistencia la proveían su señora madre y la abuela materna, además del apoyo para estudios por parte de una tía. Sobre la relación con el padre refirió que lo conoció en el año 2016 y de manera intermitente le ha entregado dinero, refirió que recordaba que le envió $1´000.000 para la compra de un celular en octubre de 2018, que viajó a Barranquilla a encontrarse con el acusado y los costos del viaje los asumió aquel. Afirmó que el pago del celular lo hizo con la condición que desistiera de la denuncia, posterior a ello le pidió ayuda con un libro para sus estudios en la universidad, pero él se la negó. 

Tuvo en cuenta que la madre de la víctima declaró en el juicio oral que ante el ICBF se llegó a un acuerdo de cuota alimentaria de $60.000 mensuales en el año 2002, misma que cumplió solo por seis meses. En el 2004 interpuso denuncia por lo sucedido y se volvió a conciliar la misma cuota, la cumplía de manera esporádica. En el año 2013 recibió $1´000.000 para que retirara la denuncia y durante los años 2015 y 2016 recibió a través de su hermano algunos dineros. Entre el año 2011 y 2017 considera haber recibido un estimado de $5´000.000 por cuotas alimentarias. En el mismo sentido la tía de la víctima, la señora Rosiris Echeverría Pérez, manifestó que conocía de la inconsistencia en el pago de cuotas alimentarias por parte del procesado y por ello la ha apoyado en sus estudios con el pago de las matrículas de la universidad, así como los materiales necesarios para su estudio. 
Sobre las condiciones personales del acusado tuvo en cuenta el informe del investigador Carlos Andrés Duque Sanz, quien desarrolló el trabajo metodológico diseñado por la FGN. En el estudio socio económico se estableció que el acusado no posee bienes registrados, trabajaba en la empresa Simoniz de manera temporal, mediante contrato de prestación de servicios, el ciudadano se encuentra afiliado al sistema de seguridad social en salud en el régimen contributivo. Refirió que el ingreso mensual se estableció en $730.000, reside con su compañera permanente y cuatro hijos de los cuales algunos son menores de edad. 
Valoró la versión del acusado, quien en el juicio dijo que se dedicaba a la conducción, pero en el momento trabajaba como despachador debido a un padecimiento en su columna. Manifestó que su actividad laboral actual era mediante la empresa Servibús, donde devengaba un salario mínimo que fue reducido debido a la pandemia a $700.000. Sobre sus condiciones personales refirió convivir con sus padres y un sobrino, no tiene bienes ni vehículos a su nombre, tiene cuatro hijos, dos son menores de edad y se encarga de su manutención. Es paciente diabético y presenta una lesión en la columna, enfermedades que le representan gasto económico. Sobre la víctima dijo haber aportado cuota alimentaria durante los años 2013, 2015, 2016, 2017 y 2018, los últimos por un monto de $100.000, a partir de 2018 no pudo enviar más dinero debido a su enfermedad. 

Sobre la materialidad de la conducta adujo que era innegable el vínculo de familiaridad del acusado y la víctima, puesto que se acreditó mediante el registro civil de nacimiento de la joven M.F.A.E., por lo tanto, existe el correspondiente deber alimentario que nace del artículo 411 del Código Civil y su omisión se sanciona por el artículo 233 del Código Penal. 

Respecto de la responsabilidad del procesado determinó que se trata de un tipo penal de peligro, de ejecución continuada, con sujeto activo calificado y atendiendo la expresión “sin justa causa”. También resaltó que se trata de un delito doloso que exige el conocimiento de la conducta, con el cual se causa perjuicio al bien jurídico tutelado -la familia-. Respecto del término “sin justa causa”, tuvo en cuenta el concepto jurisprudencial de la sentencia C-237 de 1997 de la Corte Constitucional y de la proferida en el radicado 21.023 del 19 de enero de 2006 de la Corte Suprema de Justicia, para resaltar que quien se sustrae del cumplimiento de la obligación alimentaria debe demostrar la incapacidad económica. 

Consideró demostrado el incumplimiento de la obligación alimentaria por parte del acusado según las manifestaciones de la víctima, la progenitora y su hermana, puesto que frente al compromiso de pago de una cuota mensual dejó de cumplir con la misma entre los años 2011 a 2016. Con la declaración del acusado se conoció que los aportes a su hija se hicieron a partir de mayo de 2016 y hasta noviembre de 2017, por lo que con certeza se conoce del carácter parcial e inconstante del pago de alimentos, al cual se suma que eran inferiores a lo pactado y nunca se realizó el incremento legal. 
Adujo que conforme al certificado laboral aportado, del 3 de julio de 2019, se demostró que desde abril de 2016 el procesado tenía vinculación laboral, lo que indica que tenía capacidad económica. Por lo tanto, no se acreditó que el procesado estuviere inmerso en causal que lo exonerara de responsabilidad o que el incumplimiento obedeciera al caso fortuito o fuerza mayor, ni que se encontrara en imposibilidad de trabajar, lo cual correspondía probar a la defensa. 
Concluyó que, ante la omisión injustificada en que incurrió el señor SJAP se encontraba demostrada su responsabilidad y le impuso sanción de 32 meses de prisión y multa de 20 SMLMV y le concedió el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

5. INTERVENCIONES RELACIONADAS CON EL RECURSO DE APELACIÓN
Defensa de SJAP (recurrente)

Al sustentar la alzada, el apoderado del señor SJAP consideró que la falladora no había valorado integralmente los EMP y EF aportados al juicio, puesto que no fue la misma funcionaria que practicó los testimonios de la víctima, de su progenitora y de su tía, toda vez que dichas diligencias las presidió una juez diferente, no obstante, dijo que había valorado tales declaraciones lo que no se compadece con lo visto en la audiencia. 
Dedujo que la falta de valoración probatoria se evidencia de los argumentos respecto de dichos testimonios, porque de aquellos solo se puede establecer que el procesado aportó unas sumas de dinero, pero no se supo el incumplimiento, lo que equivale a que no se probara por la FGN la injusta causa. 
Resaltó que si bien el deber ser, como lo arguyó la A quo, era que quien engendra un hijo vele por su sostenimiento de forma ineludible, existen impedimentos como una precaria situación económica que conllevan a una merma de esa obligación, sin que ello sea motivo para cuestionarlo. 

Respecto del cuestionamiento de la falladora sobre la omisión desde septiembre de 2016 a febrero de 2017, época en la que el acusado trabajó, dijo que desconoció los gastos mensuales del procesado, quien solo devenga un salario mínimo, lo cual es insuficiente para sufragar los gastos mensuales personales y los de tres hijos que requieren cuota alimentaria, además de medicamentos, por lo se observa el completo desconocimiento del estilo de vida de una persona de escasos recursos económicos. 
Concluyó que se hizo una descontextualizada apreciación de los testimonios llevados al juicio, con trasgresión de los intereses del acusado. Pidió que se tuviera en cuenta que la menor tiene tendencia a la mitomanía y ello afloró en las múltiples inconsistencias advertidas durante el proceso, al contraponer esa versión con la de varios testigos en el juicio. 
Del testimonio de la joven adujo que ella contaba con 21 años de edad para el momento del juicio, vista pública en la que manifestó que su papá nada le había aportado y luego refirió que sí le había dado algunas sumas de dinero. Se debe tener en cuenta que el 13 de octubre de 2018 le envió el dinero para la compra de un celular y en ese mismo año le envió los pasajes para que fuera a visitarlo a Barranquilla.
Sobre lo vertido por la madre de la víctima destacó que aceptó haber recibido del acusado unos pagos correspondientes a las cuotas alimentarias de su hija, pero no saber cuánto era lo adeudado. Dijo que para 2018 no había recibido ningún dinero, pero la defensa demostró que durante nueve meses el acusado pagó la cuota alimentaria a la joven.

Ahora, de lo declarado por la señora Rosiris Echeverría, pidió tener en cuenta que manifestó apoyar a su sobrina con sus estudios, pero desconoce lo relacionado con las cuotas alimentarias, porque poco interviene en la relación, así como tampoco sabe de la situación económica del acusado y la conformación de su núcleo familiar. 

Adujo que de esos tres testimonios se conocía que sí había un aporte económico del acusado para el pago de la cuota alimentaria de su hija, si bien no en las proporciones que ella quería, pero sí conforme a su capacidad económica, por lo cual es inaceptable que la A quo no verificara tal condición en la que constaba la “justa causa”, para la sustracción parcial del pago de cuota alimentaria a favor de su hija. Ninguno de los testigos conocía la situación económica y familiar del encartado, por lo que era infundado decir que se sustrajo de forma injustificada. 
El arraigo social y familiar del procesado, así como su situación socioeconómica se conocieron por los investigadores Carlos Andrés Duque, Jenny Marcela Rodríguez y John Alexander Castillo, quienes explicaron cómo estaba conformado su hogar, quiénes eran las personas a las cuales este se encargaba de sustentar y cuál era su ingreso. 
Respecto de la prueba de la defensa resaltó que el acusado aceptó laborar para la empresa Servibús desde el 22 de abril de 2016, con una asignación mensual de un salario mínimo, mediante contrato a término indefinido, tiene dos hijos menores de edad por los cuales vela, también se encarga de la manutención de sus padres, quienes son adultos mayores y por motivo de la pandemia vio reducidos sus ingresos, por lo tanto el aporte a su familia. Por último, dijo que sufre dos enfermedades, diabetes y en su columna, que le implican gastos para la obtención de los medicamentos. 
El acusado hizo una relación de los giros a su hija desde el año 2013 y resaltó que en el año 2016 empezó a hacer más aportes porque empezó a trabajar en la empresa Servibús, varios de los cuales aceptó la madre de la joven afectada que fueron recibidos y también existen 15 recibos presentados en la vista pública que corroboran los giros de dinero. Agregó que si bien pagaba la cuota alimentaria a su hija no era en la medida que ella lo pedía, porque tenía muchas más obligaciones, aunado a que intentó dos acuerdos conciliatorios, pero no se dieron, aunque alcanzó a enviar la suma de $1´000.000 que fue acordada, lo que demuestra ánimo conciliatorio. 

Concluyó que, de lo antedicho se podía observar el desconocimiento de la A quo en relación con el precedente SP1984-2018, del 30 de mayo, radicado 47.107, de la Corte Suprema de Justicia Sala Penal, en el que se precisó sobre el punible de inasistencia alimentaria que uno de los presupuestos fundamentales para que se configure la conducta es que la sustracción del pago de alimentos sea injustificada. Por lo cual enfatizó que de haberse valorado de forma integral todo el caudal probatorio, habría surgido duda respecto a las inconsistencias en los pagos de la cuota alimentaria que se debía resolver en favor del acusado. 
En consecuencia, solicitó revocar el fallo confutado y en su lugar absolver al acusado de responsabilidad en el punible por el cual fue llevado a juicio. 

6. CONSIDERACIONES LEGALES  
6.1. Competencia:

Esta colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34 numeral 1 de la Ley 906 de 2004.

6.2. Problema jurídico a resolver:

De acuerdo con el sentido del recurso interpuesto por la defensa del señor SJAP, la controversia se divide en determinar si existió vulneración al principio de inmediación, porque la Juez falladora es diferente de la que inició el juicio y estuvo presente en la declaración de los primeros cuatro testimonios, resuelta esa disconformidad, el segundo problema jurídico se reduce a determinar si en el sub examine se demostró más allá de toda duda la responsabilidad del acusado en la conducta punible de inasistencia alimentaria,  teniendo en cuenta los elementos del tipo penal, concretamente el alcance de la expresión “sin justa causa”, en tanto no existe discusión respecto del cumplimiento parcial de la cuota de alimentos que el acusado pagaba en favor de la joven M.F.A.E.

6.3 Inicialmente hay que manifestar que respecto de la presunta vulneración del principio de inmediación, lo que afectaría el debido proceso, porque el juicio lo presidieron dos jueces diferentes, lo que en efecto sucedió, porque la instalación del juicio oral y recepción de los testimonios de la víctima M.F.A.E., de las señoras María Milena Echeverría Pérez y Rosiris del Carmen Pérez y el del investigador Carlos Andrés Duque Saenz, fueron presididas por una juez, y en la siguiente sesión del juicio, que se celebró el 4 de septiembre hogaño hasta la culminación del mismo y el pronunciamiento de la sentencia recurrida fueron regentadas por otra funcionaria judicial. Sin embargo, ello no conllevó a vulnerar en manera alguna el debido proceso, porque la línea jurisprudencial de la CSJ SP respecto a la vulneración del principio de inmediación por cambio de Juez durante el juicio es que ello sucede de manera excepcional y a partir de la sentencia pronunciada en el caso con radicado 38.512 del 12 de diciembre de 2012, se definió que en los eventos en los cuales en la etapa de juicio se presentaba un cambio de director del proceso, no se nulitaba la actuación procesal, porque el nuevo Juez podría acudir a los registros de las diligencias para emitir la correspondiente sentencia, con lo que se evita la vulneración del principio de inmediación. 
De esa manera para la Sala no es de recibo el argumento en tal sentido, puesto que el único motivo por el cual el censor consideró vulnerado el debido proceso fue la presunta imposibilidad de la A quo en valorar los primeros cuatro testimonios de la FGN, porque no estuvo presente en la dirección del juicio, no obstante, es evidente que para superar esa omisión bastó con que la falladora escuchara los registros de la diligencia presidida por su antecesora, lo que le permitió estructurar el fallo opugnado, puesto que así se observa de la sentencia y la valoración probatoria que allí se hizo respecto de las pruebas testimoniales que no presenció como Juez. 
6.4 Sobre el segundo problema jurídico acerca del cual versó la alzada interpuesta, al seguir lo establecido en el artículo 381 del estatuto procedimental penal, debe llevarse a cabo un estudio pormenorizado sobre las pruebas presentadas en juicio, para efectos de determinar lo relativo al delito y a la responsabilidad del acusado.
6.5 Es de tener en cuenta que en esta oportunidad se procede por la conducta punible descrita en el artículo 233 del Código Penal, modificado por la Ley 1181 de 2007:  

“El que se sustraiga sin justa causa a la prestación de alimentos legalmente debidos a sus ascendientes, descendientes, adoptante, adoptivo, cónyuge o compañero permanente, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

La pena será de prisión de treinta y dos (32) a setenta y dos (72) meses y multa de veinte (20) a treinta y siete punto cinco (37.5) salarios mínimos legales mensuales vigentes cuando la inasistencia alimentaria se cometa contra un menor.

Parágrafo 1. Para efectos del presente artículo, se tendrá por compañero y compañera permanente (únicamente) al hombre y mujer que forman parte de la unión marital de hecho durante un lapso no inferior a dos años en los términos de la Ley 54 de 1990.

Parágrafo 2. En los eventos tipificados en la presente ley se podrá aplicar el principio de oportunidad.”

6.6 Dicho tipo penal ha sido definido como de conducta permanente y de tracto sucesivo, toda vez que la consumación inicia con el incumplimiento de la prestación debida y se prolonga durante todo el lapso que dure la omisión, de manera que durante el tiempo en el cual el alimentante incumple ese deber, el delito se está consumando.

6.6.1 Ahora, según el motivo central de controversia, es de tener en cuenta que uno de los elementos estructurales del tipo en mención es el ingrediente normativo “sin justa causa”, respecto del cual la jurisprudencia de vieja data ha precisado sus alcances, así:

“Es de destacar que la expresión "sin justa causa", es considerada por un sector de la doctrina como un elemento superfluo, producto de una falta de técnica legislativa, que en nada modifica la descripción de la conducta, pues se refiere a la misma exigencia de la antijuridicidad, en tanto que para otros autores, es un elemento normativo del tipo que permite al juez eximir de responsabilidad a quien incurra en la conducta de inasistencia alimentaria, con fundamento en causales legales o extralegales, distintas a las de justificación previstas en el artículo 29 del Código Penal, y que impiden al obligado la satisfacción de su compromiso, a pesar de su voluntad.

Cualquiera sea la postura dogmática que se asuma, lo cierto es que la carencia de recursos económicos no sólo impide la exigibilidad civil de la obligación, sino -a fortiori- la deducción de la responsabilidad penal, dado que cuando el agente se sustrae al cumplimiento de su obligación, no por voluntad suya, sino por haber mediado una circunstancia constitutiva de fuerza mayor, como lo es la carencia de recursos económicos, la conducta no es punible por ausencia de culpabilidad (art. 40-1 Código Penal); en consecuencia, tampoco este último cargo está llamado a prosperar. (…)
El verbo "sustraer", que constituye el núcleo de la conducta punible, expresa la idea de separarse de lo que le corresponde por obligación, prescindiendo, en consecuencia, de cumplir ésta. Es una conducta activa, maliciosa, claramente regulada, de modo que deja de incriminarse cuando ocurren descuidos involuntarios o cuando se presentan inconvenientes de los que pueden incluirse dentro de las justas causas.

Se entiende por justa causa todo acontecimiento previsto en la ley, o existente fuera de ella, que extingue los deberes, imposibilita su cumplimiento o los excusa temporalmente, y cuya realización desintegra el tipo penal.

También es justa causa el hecho o circunstancia grave que se hace presente en el obligado para dificultarle la satisfacción de sus compromisos a pesar de que no quiere actuar de esa manera…”

6.6.2 En el caso concreto la delegada de la Fiscalía dirigió su actividad probatoria a demostrar la responsabilidad penal del señor S.J.A.P., quien presuntamente se había sustraído de la obligación de prestación de alimentos que tiene con su hija M.F.A.E., por lo cual incurre en la conducta omisiva descrita en el artículo 233 del CP, que circunscribió al periodo transcurrido entre noviembre de 2011 al mismo mes de 2017.
6.7 De tal modo la principal prueba de cargos que se tuvo en cuenta fueron los testimonios de la joven M.F.A.E., la señora Maira Milena Echeverría Pérez y la señora Rosiris Echeverría, madre y tía de la ofendida respectivamente.
6.7.1 De la declaración de M.F.A.E., se extrae como relevante, i) no ha convivido con su padre, su relación no es constante, recuerda que lo conoció en el año 2016 cuando tenía 16 o 17 años, luego en el año 2016 viajó a Barranquilla por un lapso de 15 días, tiempo en el cual tuvieron comunicación que luego se volvió intermitente, por lo que considera que no es un padre presente, ese viaje lo sufragó el padre y también dinero para gastos adicionales en la ciudad; ii) desconoce las obligaciones del acusado, sabe que tiene más hijos pero no los conoce; iii) no volvieron a tener ninguna comunicación después de mediados del año 2018, por tanto desconoce si trabaja o no; iv) conoce a sus abuelos paternos, no volvió a hablar con ellos, les pidieron ayuda en una ocasión en que se les quemó la casa; v) sabe que el padre le ha entregado dinero pero no tiene claro cuántas veces, insistió en que era algo intermitente, no le manda dinero a su cuenta ni a la de su mamá, tampoco le proporcionó uniformes, matriculas o aportes en fechas especiales; vi) en el contrainterrogatorio refirió que su padre le ha dado dinero pero poco, también aceptó que el 13 de octubre de 2018 le dio $1´000.000 para un celular y que a través de su tío Nilson Echeverría le enviaba dinero, además de ello le dio los pasajes en bus para visitarlo en Barranquilla, pero no conoció nada con él; vii) indicó que el dinero para el celular se lo dio con el fin que terminara la demanda (sic) a lo que ella no accedió porque no podía firmar nada, el papá le envió los documentos pero ella se negó a firmar; viii) respecto de los giros enviados en los años 2017 y 2018 se reportaron un total de nueve en cada año y fue de forma continua, lo que aceptó la testigo, al manifestar que ese dinero sí fue reclamado. 
De esa declaración solo es posible conocer que el vínculo familiar entre padre e hija es muy distante, por cuanto no existe comunicación continua entre ambos, sin embargo, respecto de la obligación alimentaria la prueba no aporta mayor información relevante, en tanto la joven desconoce de fondo cuál ha sido el aporte del acusado en tal sentido, puesto que su declaración es contradictoria y lo que informa carece de precisión. Ello, porque en principio dice que su padre hacía aportes ocasionales, sin decir cuándo omitía esos pagos o el monto al cual ascendían los giros, sin embargo, adujo que $100.000, refiriéndose al valor de uno de los aportes, no alcanzaba para vivir y que ocasionalmente pagaba una cuota por máximo seis meses consecutivos, con lo cual luego se contradijo al aceptar que durante los años 2017 y 2018 había recibido giros constantes por nueve meses seguidos cada año de parte de su padre. 
6.7.2 Por su parte la denunciante Maira Milena Echeverría Pérez refirió, en lo esencial relacionado con los aportes del acusado, que i) denunció al señor S.J.A.P., el 6 de noviembre de 2002 ante el ICBF por inasistencia alimentaria, se llegó a un acuerdo de darle $60.000 a su hija, el cual incumplió. En el 2014 se llevó todo el proceso a la Fiscalía de Sincelejo, donde no se llegó a ningún acuerdo porque el señor nunca se presentó y al trasladarse a vivir a Pereira presentó proceso ante los Juzgados de esta ciudad; ii) para el 2013 la cuota cambió a $100.000 por disposición del procesado porque la única que se ha fijado de forma administrativa fue la inicial por $60.000, los pagos eran esporádicos, ese año mandó $1´000.000 para cumplir cuotas pasadas y que retirara la demanda (sic), los cuales fueron recibidos, pero la demanda no fue retirada (sic), por lo que la Fiscalía debía decir el valor de la cuota; iii) desconoce si el acusado en algún momento estuvo desempleado, se dio cuenta que se casó en Barranquilla y que vivía en Bogotá con la esposa, sabe que tiene más hijos; iv) después el dinero lo empezó a recibir la menor de manos de su tío Nilson Echeverría. También dijo que en el año 2015 y 2016 su hija viajó a la costa pero no recuerda el dinero que recibió; v) entre los años 2011 y 2017 recibió un aproximado de $4´000.000 o $5´000.000 en total, valor que adujo sin revisar los giros enviados; vi) ella se encarga de la manutención básica de su hija y los gastos de estudio en la universidad se los proporciona su hermana Rosiris; vii) sobre el trabajo del acusado dijo que le había conocido varios y que ocasionalmente estuvo fuera del país. Sabe del giro de $1´000.000 a su hija para retirar la demanda (sic) pero ello no se hizo y en adelante no pagó las cuotas mensuales.
En el contrainterrogatorio manifestó que el acusado aporta unos meses y luego se pierde, siempre tiene excusas como otras obligaciones, incluso renunciaba a los empleos cuando lo citaban por las demandas, pero luego se retractó y dijo desconocer si él renunciaba. Adveró que el dinero que recibió en 2013, un total de $1´000.000 tenía por finalidad pagar los aportes atrasados y que se retiraran los procesos contra él. Dijo no recordar lo manifestado en la entrevista ante la Fiscalía acerca de giros recibidos en octubre de 2013 por valor de $400.000, y otros dos en noviembre y diciembre de 2015 por $250.000. Además, aceptó los pagos de diciembre de 2016 por $200.000, del 24 de marzo de 2017 por $100.000, 24 de mayo de 2017 por $100.000, del mes de julio del mismo año por $200.000. También conoció del $1´000.000 que le giró directamente a su hija en el 2018.
Al continuar la declarante indicó que, si aparecían un total de nueve recibos de giros, de enero a septiembre de 2018, no los había conocido, era dinero que no había recibido y de haber sido consignado desconocía del mismo. Lo mismo dijo acerca de los nueve giros recibidos entre marzo y diciembre de 2017.

Es de tener en cuenta que, frente a la aclaración que le pidió la Juez que dirigía el juicio en ese momento, respecto a que se refiriera solo a las cuotas de $60.000 adeudadas entre noviembre de 2011 y el mismo mes de 2017, la testigo manifestó que el valor total adeudado serían algo así como $20´000.000, porque la universidad solamente había costado unos $7´000.000, sin embargo ante el requerimiento de la Juez para que se refiriera solo a las cuotas alimentarias, la declarante insistió en que la deuda era “eso, sí, eso”. 
Se denota entonces en la testigo la misma situación particular que aquella ocurrida con la declaración de su hija, puesto que no tiene presente, ni conoce realmente a cuánto asciende el incumplimiento en el pago de cuotas alimentarias que el acusado debe a la joven M.F., además, la testigo contradice la prueba obrante en el proceso, en tanto desdijo la versión de su hija respecto de los nueve giros recibidos en el año 2017, los cuales M.F. aceptó haber recibido y reclamado. Tampoco guarda relación su versión con la entrevista que rindió ante la Fiscalía, puesto que quedó demostrado que había manifestado haber recibido unos giros en los años 2015 y 2016, pero en el juicio dijo no acordarse de ello. Tampoco conoce la testigo lo relacionado con las condiciones de vida del procesado, si tiene o no ingresos y cuáles son sus obligaciones. 

Es evidente, la denunciante desconoce el monto de lo adeudado e ignora los valores que sí ha pagado el acusado, por ello sustenta su pretensión y el motivo de su denuncia en que los aportes no alcanzan para sustentar 21 años de vida de su hija, aunado a que la suma que adujo ser el total adeudado fue claramente una creación del imaginario de la testigo en el momento en que se le cuestionó por ello, dado que no conoce ni ha hecho cuentas al respecto, por lo tanto, solo atinó a vocear un valor estimado al que sumó el valor de las matrículas de universidad, así como gastos mensuales de su hija, que según ella equivalen a $400.000 o $500.000, sin aclarar el motivo por el cual fijó ese monto. Queda por decir que la testigo se refiere siempre al total del mantenimiento de su hija, sin tener en cuenta que se trata de una obligación compartida entre ella y el padre. 
6.7.3 La señora Rosiris del Carmen Echeverría Pérez, tía de la víctima, manifestó respecto de las omisiones por las cuales el acusado fue llamado a juicio que no conoce las cuentas de lo adeudado, ni sabe cuánto o cuándo le manda dinero de la cuota alimentaria a su sobrina. Desconoce también las condiciones sociofamiliares del encartado, así como su actividad económica y obligaciones. Aportó información respecto de los gastos que ella adquirió con la joven M.F., correspondientes esencialmente a su educación, algunos emolumentos en salud. Sobre dinero enviado por el padre de la joven a través de su cuenta bancaria aceptó que así sucedió en una ocasión en el año 2016, fue un giro por $100.000, lo que probablemente olvidó su sobrina. 
Es claro entonces que respecto de las omisiones del acusado no puede ofrecer ninguna claridad la testigo puesto que precisamente en su versión manifestó no tener conocimiento de las cuentas o del valor adeudado. Lo que conoce del asunto en discusión es que el procesado paga de forma intermitente la cuota alimentaria a su sobrina y ella asume el costo de su educación y parte de las necesidades de salud, por lo tanto, nada aporta para esclarecer lo relacionado al problema jurídico, esto es, la probable justa causa para sustraerse de su obligación alimentaria. 
6.7.4 Por su parte, el investigador Carlos Andrés Duque Sanz, quien rindió un informe en desarrollo del programa metodológico de la Fiscalía, aportó información relevante en relación con las condiciones socio económicas del procesado, del cual se extrae en lo esencial, que el mismo no tiene vehículos automotores registrados a su nombre, así como tampoco bienes sujetos a registro según certificó la Oficina de Tránsito y Transporte, la Cámara de Comercio y el IGAC. Sobre su labor encontró que trabaja en una empresa llamada Simoniz, su vinculación es en la modalidad de prestación de servicios a través de una empresa temporal, la cual se negó a suministrar datos, por lo cual se desconoce el salario percibido. Por último, dijo que cuenta con vinculación activa al sistema de seguridad social en salud en el régimen contributivo. 
En el arraigo sociofamiliar se destaca que convive con sus cuatro hijos, tres de los cuales eran menores de edad al momento del informe, también vivía con su esposa. El acusado aportó información sobre su vinculación laboral a la empresa Simoniz y refirió que el ingreso ascendía a la suma de $730.000 y cuando estaba sin trabajo labora con un primo como vendedor de autos o como mesero en un bar, pues esas son sus opciones para poder laborar.

Del anterior testimonio se puede resaltar que el acusado tiene diferentes obligaciones alimentarias, puesto que además de la joven M.F.A.E., tiene cuatro hijos y actualmente dos de ellos son menores de edad. Ello se contrasta con el salario percibido, ya que el mismo no supera la suma de un salario mínimo legal mensual vigente, lo que por supuesto dificulta la posibilidad que el acusado pueda solventar con suficiencia el sustento necesario de todos sus dependientes, incluido el de él. 

6.7.5 Por último, el procesado S.J.A.P., manifestó en lo esencial, i) actualmente es conductor, pero por un problema en la columna vertebral lo pusieron de despachador de vehículos en la empresa donde labora actualmente, que se llama ServiBús SAS, allí trabaja desde el año 2016 y su salario siempre ha sido el mínimo, pero por motivos de pandemia le redujeron el ingreso a $700.000, debido a que la empresa se vio afectada por las medidas de aislamiento (aportó certificado laboral del 3 de julio de 2019 donde consta el inicio de labores de conductor desde el 22 de abril de 2016 con asignación mensual de $828.116); ii) su núcleo familiar se compone por las personas con quienes convive actualmente, estos son sus padres y un sobrino. No tiene bienes inmuebles a su nombre, ni vehículos automotores, tampoco establecimientos de comercio. Tiene cuatro hijos entre ellos la víctima M.F., los mayores de 26 y 22 años (M.F.), los menores tienen 13 y 8 años y él se encarga del sustento económico de los menores, además de hacer un aporte a su hija por $100.000 o $150.000 dependiendo de como le vaya en la quincena. Aportó los registros civiles de nacimiento de la menor G.A.C. y se constató que nació el 5 de agosto de 2007, mientras que J.M.A.J. nació el 30 de abril de 2012. 
Sobre sus condiciones de vivienda dijo que aporta dinero para la casa donde vive con sus padres y su sobrino, pero cada vez le es más difícil debido a la reducción de sus ingresos. Su papá es pensionado con un salario mínimo y sostiene el hogar y el sobrino también hace aportes. Arrimó una declaración jurada en tal sentido. 

Respecto de las enfermedades que padece dijo ser paciente diabético y tiene lesión en la columna en la 3° y 4° vértebra, la diabetes la padece hace 7 años y la otra afección la tiene desde finales del 2018. Actualmente está en un tratamiento médico, es paciente insulino-dependiente respecto a la diabetes y por su columna tiene tratamiento con un medicamento llamado “Dolirem” y otro del cual no recuerda el nombre. Esas patologías representan un gasto para él, pues la insulina se retrasa y dada su condición no puede dejarlo de tomar, le sucede similar con el tratamiento de la columna, pues las pastillas le mantienen el dolor en bajo nivel y en ocasiones las retrasan. Aportó como prueba la historia clínica en tal sentido. 
En razón de los dineros que corresponden a la cuota alimentaria de su hija M.F., dijo que a partir del año 2016 le envió el dinero a ella, el monto era $100.000 mensuales y hay fechas en que envió más dinero porque necesitaba para unos uniformes, pero por lo general eran $100.000, aunque también hay envíos de $400.000 y un envío en octubre de $1´000.000. Antes del 2016 también le daba dinero, en el 2015 y en el 2013 envió unos dineros, pero no recuerda los montos, fue a través de Efecty, por medio de giros. Lo hacía a nombre de ella o de los tíos y las consignaciones generalmente las hacían sus padres. El giro más grande correspondió al de $1´000.000 y en audiencia se enteró que se utilizó para comprar un celular, pero el acuerdo era que iba a ser destinado para unos uniformes de la universidad. Se introdujo como evidencia la relación de giros por la empresa Servientrega – Efecty. Se resaltan de esos giros los correspondientes al año 2016, mayo por $400.000; junio por $96.000; julio por $50.000; agosto por $100.000 y del año 2017 marzo por $100.000 y desde mayo hasta noviembre (teniendo en cuenta el periodo que comprende la acusación) giros por $100.000 cada uno. Aunado a que después de ello y de manera constante hasta el mes de septiembre de 2018 consignó mensualmente la suma de $100.000 y en el mes de octubre del mismo año giró $1´000.000; de los cuales se tiene en cuenta que si bien no corresponden al periodo concreto objeto de la investigación, sí permiten conocer el ánimo de aportar del acusado a la manutención y sostenimiento de su hija M.F.

Finalmente, mencionó que a finales del 2018 con M.F., se intentó llegar a un acuerdo, propuesto por ella misma, porque ella lo llamó y le dijo que quería llevar las cosas de una manera diferente, le propuso un acuerdo para quitar la demanda (Sic) de la Fiscalía, para lo cual él le debía entregar $1´000.000 que la joven necesitaba para unos uniformes y que como él enviaba $100.000 mensuales, que mejor los guardara y le enviara cada seis meses $900.000 para la universidad, a lo que le dijo que sí, por lo que la joven le envió los documentos, un acuerdo firmado por un supuesto abogado, firmó y envió los documentos, así como el dinero, y de ahí en adelante ella nunca más le volvió a contestar hasta que un día se comunicó con ella y le dijo que la mamá le había dicho que ella no tenía por qué meterse en eso, que eso era un asunto de ella -la mamá- y que como él le había enviado ese giro entonces que eso era como 10 meses de pagos anticipados, luego se enfermó de la columna, estuvo incapacitado, como consta en la historia clínica, de allí en adelante perdió contacto con ella, hasta la audiencia a la que acudió personalmente. Aportó la copia del documento donde consta el acuerdo que se pretendía celebrar. 
Concluyó que fue constante en los envíos de dinero a su hija M.F., desde que empezó a trabajar hasta finales de 2018, por los problemas del desacuerdo y por motivos de su enfermedad, ya que no pudo continuar enviando dinero y actualmente no tiene como cumplir esa obligación. Sobre los años anteriores dijo haber aportado, pero no tener recibos, en el año 2013 se fue a Venezuela y regresó en el 2016, trabajó, pero lo que devengó como sueldo no alcanzaba para nada.
Precisó que sabe lo que es la cuota alimentaria para ayudar al sustento y manutención, dijo haber cumplido con su parte, no en su totalidad, pero sí cuando ella estuvo pequeña y cuando estuvo en Sincelejo, luego cuando se la llevaron perdió todo contacto con ella y no lo volvió a hacer hasta que se encontró con ella en el 2016, porque se contactaron por Facebook, él le envió un mensaje. Aclaró que entre 2011 y 2012 no recordaba cuánto había pagado de cuota alimentaria, pero en 2013 envió una consignación por $1´000.000, en el 2014 no envió porque estaba en Venezuela y en 2015 entregó un dinero cuando regresó, pero no tiene constancia de eso. En el 2016, empezó a depositar a la niña M.F., lo que leyó en la relación antedicha.

De la declaración del procesado quedó claro que los aportes en dinero correspondientes a la cuota alimentaria de su hija M.F., no fueron constantes, dicha situación no es objeto de discusión por cuanto desde el inicio de la actuación se manifestó que ocasionalmente el padre de la joven pagaba el dinero correspondiente a ese rubro, no obstante, también permite conocer un panorama global respecto de las condiciones socioeconómicas del aportante, quien además con la prueba documental adosada al juicio permitió que se supiera con exactitud los periodos de tiempo en los que ha realizado aportes y el monto de los mismos, los cuales contrarían los dichos de la denunciante y la víctima, quienes refirieron no recordar o no haber recibido sumas de dinero que se encuentran certificadas por la empresa de giros. 
Así, si bien el aporte del padre ha sido intermitente, se debe también tener en cuenta la suma de la cuota pactada mediante conciliación fue de $60.000, en tanto los aportes que hizo el señor SJAP ascienden casi todos a la suma de $100.000, a la vez que cuando incumplió con la misma se demostró que eran momentos en los que estuvo en imposibilidad económica de cumplir con dicha obligación, lo que representaría una justa causa. 
6.8 De esa manera se tiene que en el caso concreto la juez de primer grado consideró que estaban demostrados los requisitos para imponer una sentencia de condena al señor S.J.A.P. por la violación del artículo 233 del CP, al estimar que en su caso se acreditaron los requisitos del artículo 381 del CPP, específicamente porque la FGN logró comprobar que el acusado se había sustraído al cumplimiento de sus deberes alimentarios para con su hija, ya que se certificó que a partir del año 2016 inició una relación laboral, sin embargo incumplió sus obligaciones hasta meses después de la misma, a pesar que contaba ya con capacidad económica para atender al cumplimiento de esta prestación.
6.9 Estas consideraciones que sirvieron de sustento al fallo recurrido, fueron controvertidas por el apelante, quien arguyó que la FGN no probó plenamente que el señor S.J.A.P. incumpliera sin justa causa la obligación alimentaria frente a su hija, que este ha cumplido parcialmente en la medida de sus posibilidades económicas, que tiene otras obligaciones alimentarias, y por lo tanto se sustrajo en ocasiones del pago de alimentos con una causa justa, razón por la cual solicitó la revocatoria del fallo de primer grado, a efectos de que se dictara una sentencia absolutoria en contra del investigado.
6.10 Respecto de la prueba de cargos se puede concluir que la Fiscalía logró demostrar dos situaciones que componen los elementos del tipo penal de inasistencia alimentaria, como lo son que la menor M.F.A.E. es hija del acusado y el incumplimiento intermitente, especialmente desde el año 2011 a 2016 del señor S.J.A.P. en el suministro de las prestaciones alimentarias que debía suministrar para la manutención de su hija, lo cual fue reconocido por el acusado.

No obstante, no ocurre lo mismo con la carga probatoria de demostrar la capacidad económica del procesado durante todo el periodo de tiempo en que el cumplimiento fue parcial, por tanto se quedó corto el ente acusador para acreditar ese ingrediente normativo del tipo de inasistencia alimentaria, lo cual era su deber, de acuerdo a lo dispuesto en inciso 2º del artículo 7º del Código de Procedimiento Penal, por cuanto si bien se comprobó que los aportes efectuados por el procesado se suspendieron entre los años 2011 y los primeros meses de 2016, lo real es que de las manifestaciones de los testigos de cargo y de la declaración del procesado, no se logra determinar si el mismo en efecto desentendió sin justa causa a su hija en sus necesidades económicas, tarea que debió ser asumida por su madre y la tía de la entonces menor.

6.11 En ese sentido hay que advertir que sobre lo relativo a ocupación, profesión o ingresos del acusado en dicho tiempo nada se ahondo en el juicio, que este expuso tener trabajos esporádicos, incluso se vio en la necesidad de viajar en el año 2013 a Venezuela, con el fin de buscar mejores oportunidades laborales, pero al verse inmerso en un empleo que no le representaba un mejor ingreso decidió regresar a Colombia en el año 2015 y en abril de 2016 consiguió nuevamente un empleo. Véase que el acusado no tuvo estabilidad laboral en todos esos años, pero aun así aportó para su hija valores superiores incluso a la cuota pactada de $60.000 mensuales, cuando en el año 2013 realizó un pago por valor de $1´000.000 con la finalidad de cubrir cuotas pasadas, lo que equivaldría a dieciséis cuotas y media. Luego de ello sobrevino el viaje en el cual no hizo ningún aporte y tampoco lo hizo al regresar, pero en el momento en que consiguió un empleo, esto fue según se acreditó en abril de 2016, empezó nuevamente a pagar aportes, el primero en mayo de ese mismo año y consecutivamente por valor de $100.000, que si bien no es mucho dinero ni se actualizaba año a año, sí es superior a la cuota fijada administrativamente. 
Es de tener en cuenta y se resalta por esta Sala de Decisión que la relación parental entre acusado y víctima es inexistente, sin embargo, es evidente que no puede ser el acusado el único culpable de esa situación, puesto que la denunciante también aceptó incurrir en diferentes insultos con el procesado y su familia, lo que además se transmitió a su hija, quien a pesar de tener acercamientos con él manifestó no lograr una relación familiar, porque no tenían acercamiento y terminaron discutiendo por mensajes de celular, frente a lo cual llama especialmente la atención que ella intentara conciliar con su padre una cuota alimentaria que le permitiera pagar sus estudios, así lo dijo en su declaración y lo corroboró el procesado, aunque con versión diferente sobre quién inició la conversación en tal sentido, pero fue la denunciante la que impidió que se siguiera adelante con ese nuevo convenio, del cual se pagó la suma de $1´000.000, por preferir que continuara adelante el proceso judicial, a pesar de los pagos constantes que ahora hacía el padre, los cuales, si bien a partir de noviembre de 2017 no se tienen en cuenta para la acusación objeto de juzgamiento, sí permiten conocer de la voluntad del procesado de realizar aportes alimentarios y de sostenimiento a su hija, se repite, consistentes en $100.000 mensuales durante 9 meses en el año 2017, reiterados desde mayo de 2016 y que continuaron hasta octubre de 2018, valor que superaba ampliamente esa cuota fijada de $60.000.  
Se resalta que la cuota alimentaria a tener en cuenta es la fijada en vía administrativa por valor de $60.000, puesto que si bien en el escrito de acusación se refirió la existencia de una segunda conciliación, en la cual se pactó una cuota de $150.000, lo cierto, y así quedó claro con la prueba documental adosada al expediente, es que solo existió la conciliación del 6 de noviembre de 2002 ante el ICBF de Sincelejo. Esta situación además se acreditó con el testimonio de la denunciante en el juicio, cuando manifestó que el incremento de la cuota alimentaria fue voluntad del procesado y el único convenio al que llegaron ante una autoridad fue la antedicha, cuyo soporte obra a folio 68 del dossier.

6.12 Sobre la actividad económica del procesado solo se conoció la vinculación laboral que surgió a partir del mes de abril de 2016, lo que obviamente impide conocer que el señor S.J.A.P. estuviera adelantado alguna actividad productiva en el período en que se sustrajo a la prestación alimentaria, sin que la FGN hubiera adelantado alguna labor para establecer sobre el ingreso que tenía para esas calendas. Tampoco se tuvo en cuenta por la falladora las diferentes obligaciones alimentarias que el acusado tiene con otros de sus hijos menores, lo cual se acreditó con los registros civiles de nacimiento y cuyo cumplimiento se demostró con la prueba documental, mediante la cual se establecen los diferentes giros por estos conceptos, en los que se incluyen los de la presunta víctima M.F.
Entonces, no hay prueba que acredite una omisión dolosa o voluntaria del acusado en el pago de la cuota alimentaria a la joven M.F., necesaria para acreditar la comisión del punible relacionado en el artículo 233 del Código Penal, toda vez que allí se sanciona a la persona “que se sustraiga sin justa causa”, de la prestación de alimentos a las personas indicadas en el primer inciso de esa norma.

6.13 Respecto de la expresión en concreto se debe tener en cuenta que en la sentencia C-237 de 1997 la Corte Constitucional había emitido concepto en razón de la misma y manifestó sobre su alcance:

“Es de destacar que la expresión "sin justa causa", es considerada por un sector de la doctrina como un elemento superfluo, producto de una falta de técnica legislativa, que en nada modifica la descripción de la conducta, pues se refiere a la misma exigencia de la antijuridicidad, en tanto que para otros autores, es un elemento normativo del tipo que permite al juez eximir de responsabilidad a quien incurra en la conducta de inasistencia alimentaria, con fundamento en causales legales o extralegales, distintas a las de justificación previstas en el artículo 29 del Código Penal, y que impiden al obligado la satisfacción de su compromiso, a pesar de su voluntad. 

Cualquiera sea la postura dogmática que se asuma, lo cierto es que la carencia de recursos económicos no sólo impide la exigibilidad civil de la obligación, sino -a fortiori- la deducción de la responsabilidad penal, dado que cuando el agente se sustrae al cumplimiento de su obligación, no por voluntad suya, sino por haber mediado una circunstancia constitutiva de fuerza mayor, como lo es la carencia de recursos económicos, la conducta no es punible por ausencia de culpabilidad (art. 40-1 Código Penal); en consecuencia, tampoco este último cargo está llamado a prosperar” 

6.14 Por lo anterior la Sala concluye que en este caso la FGN no acreditó que la conducta omisiva que se atribuye al procesado, consistente en el incumplimiento parcial en el pago de sus obligaciones alimentarias entre los años 2011 y 2017, se hubiera producido sin justa causa, ya que no se probó que durante ese interregno el señor S.J.A.P. hubiera tenido algún empleo o desempeñara alguna actividad productiva, que le permitiera cumplir a cabalidad con las prestaciones económicas en favor de M.F.A.E., aunado a que en el periodo en que sí tuvo vinculación laboral certificada hizo aportes mensuales por montos superiores a la cuota alimentaria fijada. Por demás, la Fiscalía no desvirtuó las manifestaciones del procesado sobre sus falencias económicas, sumado a las diferentes obligaciones que incluyen otros dos hijos menores de edad y los gastos adicionales que le generan sus afecciones de salud, todo lo cual genera dudas de suficiente entidad para establecer, si el incumplimiento parcial del mandato contenido en el artículo 233 del Código Penal, obedeció a un acto deliberado del acusado o en el hecho de la falta de capacidad económica para cumplir con la obligación alimentaria. 

6.15 En tal sentido se debe tener en cuenta la deducido en sentencia del 19 de enero de 2006, radicado 21023, en la cual la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia destacó:

6. Cabe precisar que la inclusión de ese elemento dentro de la definición del comportamiento hace que los motivos conocidos tradicionalmente como causales de justificación y de inculpabilidad - ahora causas de no responsabilidad-, y que al lado de otros pueden constituir la "justa causa", sean desplazados desde sus sedes al ámbito de la tipicidad.

Así, es claro que concurriendo alguna de ellas, se disuelve la tipicidad y no la antijuridicidad o la culpabilidad.

7. De la Constitución Política y de las normas que rigen las legislaciones penal y procesal penal, se desprende que una persona  solamente puede ser juzgada y sancionada después de un juicio plenamente respetuoso del debido proceso, dentro del cual se demuestre que cometió una conducta punible, esto es, típica, antijurídica y culpable. 

Tratándose de la primera de esas exigencias, la tipicidad, es menester verificar si el agente ha recorrido en su integridad todos los elementos contenidos en el tipo penal, esto es, "las características básicas estructurales" que la ley ha definido "de manera inequívoca, expresa y clara".

Frente al delito que ocupa la atención de la Sala, entonces, el funcionario judicial debe comprobar, con base en las pruebas legalmente practicadas, si el agente se ha sustraído "a la prestación de alimentos legalmente debidos", "sin justa causa". 

No se acreditó en consecuencia que la conducta atribuida al acusado se hubiera producido “sin justa causa”, ya que el ente acusador solamente probó la omisión frente a ese deber legal, pero no se hizo ningún esfuerzo investigativo para acreditar que pudiera asumir la carga económica impuesta, lo que impide dictar una sentencia de condena en su contra, ya que se generan dudas no superables para establecer si el incumplimiento de la norma de mandato contenida en el artículo 233 del CP obedeció a un acto deliberado o si se originó en el hecho de que no estuviera laborando de manera permanente o careciera de ingresos suficientes, lo cual omitió valorar la A quo, en tanto la presunción de ingreso mínimo no es aplicable en el campo penal, conforme lo dispuso la Corte Suprema de Justicia en sentencia proferida en el caso con radicado 47107 del 30 de mayo de 2018.
6.16 Por lo tanto esta esta Colegiatura revocará la decisión de primer nivel, al tener en cuenta que en el caso sub judice no se reunían los presupuestos del artículo 381 del CPP para emitir una sentencia condenatoria en contra del acusado. 

Por lo antes expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: Revocar la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Penal Municipal con Función de Conocimiento de Pereira. En consecuencia, Se absuelve al señor SJAP, del cargo por el punible de inasistencia alimentaria por el cual fue llamado a juicio. 
SEGUNDO: Contra la presente decisión procede el recurso extraordinario de casación.

TERCERO: Disponer que en atención a lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 4º del Acuerdo PCSJA20-11518 del 16 de marzo de 2020 y en la Circular CSJRIC20-75 expedida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, esta decisión se le notificará por la Secretaría de esta Sala vía correo electrónico a las partes e intervinientes.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrado
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación de Penal, proceso No. 21023 del 19 de enero de 2006.
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